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La política ha ido sufriendo los impactos de los cambios tecnológicos y sus 
estructuras de relación entre instituciones, ámbitos de decisión y el conjunto de 
la población, han ido cambiando a medida que se modificaban los instrumentos 
y las dinámicas sociales que esos cambios tecnológicos generaban. Hoy estamos 
dejando atrás la sociedad industrial tal como la conocimos, con sus pautas 
laborales y sus dinámicas económicas. Y el cambio tecnológico está propulsando 
con gran rapidez cambios en todas las esferas vitales. No podemos pues, y 
confundir Internet y las nuevas tecnologías de informacion y comunicación 
(TIC) con nuevas versiones de los antiguos instrumentos de comunicación. Es 
otro escenario social. 

Una de las características más significativas de las nuevas sociedades en las que 
Internet y las TIC ganan terreno y se desarrollan, es la creciente aparición y 
existencia de espacios de autonomía y de redes relacionales nuevas, en las que 
florecen comunidades plurales, que hacen de su especificidad (o de su micro o 
macro identidades) su punto de referencia. La explosión de comunicación y de 
hiperconectividad que ha supuesto el afianzamiento de las TIC, ha facilitado y 
facilita esa continua emergencia, y permite una reconstrucción de la política 
desde parámetros distintos a los habituales. 

Estamos asistiendo al surgimiento de una sociedad en la que la relación forma 
parte intrínseca de la comunicación, y no es un mero resultado de esta última, o 
un subproducto comunicativo. Los dos elementos clave son la creciente 
subjetividad o individualización de los actores (que no forzosamente desemboca 
en el individualismo) y la enorme facilidad de comunicación que generan las 
TIC. En ese contexto se da una gran demanda de autonomía (que va más allá del 
esquema libertad-control tradicional de la sociedad moderna), surgen mercados 
alternativos, aparecen nuevas redes y agregados sociales, y emergen nuevas 
culturas que hacen de la diferencia su valor añadido. En la perspectiva 
tradicional, las esferas de las instituciones públicas parten de un concepto de 
libertad y de participación muy vinculado a la libertad y al ejercicio del voto, 
mientras el control se relaciona con el cumplimiento de unas leyes emanadas de 
esa voluntad popular expresada con el mecanismo representativo. En el nuevo 
contexto social que estamos describiendo, la libertad se basa en una idea de 
intercambio que parte de la reciprocidad, mientras el control se confía a las 
propias reglas del intercambio asociativo.  

En ese contexto Internet y las TIC son al mismo tiempo, los factores 
fundamentales con el que explicar esa nueva realidad, y asimismo constituyen el 
marco natural que permite su desarrollo, autonomía y sus constantes 
posibilidades de innovación y articulación (Chadwick, 2006; Chadwick-Howard, 
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2009; Sunstein, 2007). Gracias a las TIC es posible empezar a hablar de 
pluralismo reticular o de promoción o potenciación de la autonomía social capaz 
de generar singularidad, reciprocidad y comunidad al margen de las medidas 
uniformizadoras y de los derechos muchas veces percibidos como abstractos por 
parte de la ciudadanía. Surge, en ese marco, una forma específica de ciudadanía 
social que encuentra sus propios valores en la urdimbre asociativa y cívica que se 
va tejiendo, más allá de una respuesta instrumental a problemas de 
sostenibilidad de las políticas de bienestar (que es como muchas veces se ve a las 
ONG desde las insuficiencias actuales de los poderes públicos en relación a las 
políticas de bienestar).  

La política, la configuración e implementación de las políticas, en ese escenario, 
se vuelven menos previsibles, más difusas, adquiriendo características diferentes 
en cada ámbito, sin que puedan seguir considerándose monopolio de los poderes 
públicos o coto cerrado de las administraciones públicas. Las instituciones 
políticas no ocuparían ya el centro o el vértice de las condiciones de ciudadanía, 
de bienestar. Por debajo y en su periferia, se ha ido tejiendo ese entramado 
cívico, fundamentado en las lógicas y los bienes relacionales. Es precisamente 
este aspecto autónomo y relacional lo que caracterizaría ese nuevo tejido social. 
Y esas mismas características son las que, al mismo tiempo, le dan ese carácter 
fragmentario, de multiplicación de grupos aislados, en que puede resultar difícil 
articular o reconocer una “sociedad” como tal. En esa fragmentación, llena de 
potencialidades y de posibilidades, pero también de riesgos, puede resultar 
difícil reconciliar pluralismo con justicia, diversidad con pertenencia o 
democracia con diferencia. Por otro lado, no podemos caer en un 
ciberoptimismo ingenuo, y conviene recordar que las dinámicas de la red pueden 
generar nuevas jerarquías, controles y monopolios. A pesar de ello, lo cierto es 
que, a la sombra de las TIC, crece sin parar la realidad y el entramado cívico y 
asociativo, haciendo surgir nuevas comunidades reales o virtuales, desarrollando 
nuevas identidades, nuevos espacios o esferas públicos, nuevas vías de gestión 
de los asuntos colectivos, e incrementando la reflexividad política y las nuevas 
autonomías sociales. 

El reto, desde la política, está en poder y saber combinar legitimidad electoral 
con legitimidad de la acción. Hasta ahora, esa legitimidad se conseguía en las 
negociaciones a puerta cerrada entre representantes políticos y también entre 
ellos y los intereses organizados. Ahora, la exigencia cada vez más presente y 
expresada asimismo con fuerza por movimientos sociales de nuevo cuño como 
los aparecidos en España el 15M y que se han ido extendiendo a otros países 
(hasta el punto de constituir la portada de la revista Time como protagonistas del 
2011), es más transparencia y más presencia directa de la ciudadanía. Sin que 
todo ello pase forzosamente por la intermediación de lobbies, sindicatos, 
patronales o cámaras de comercio. Antes, los políticos justificaban su 
privilegiada posición, por el hecho de que tenían información, construían su 
criterio y tomaban decisiones con el respaldo mayoritario de los representantes. 
Ahora, la gente, mucha gente, tiene información, construye su criterio y quiere o 
puede querer participar directamente en las decisiones que les afectan a diario. 
Como ya hemos mencionado, lo que Internet y las TIC ponen en cuestión es la 
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necesidad de la intermediación. Sobre todo, de la intermediación que no aporta 
valor, y que además, en el caso de los políticos, reciben la consideración, 
justificada o no, de personas que gozan de privilegios que ya no se consideran 
justificados. 

Desde el punto de vista de las políticas públicas, el cambio de época obliga a 
replantear de arriba abajo el esquema y las formas que poco a poco se habían ido 
asentado para explicar los procesos de formulación, elaboración, decisión e 
implementación de políticas (Fuster Morell y Subirats, 2012). Las lógicas en que 
se movían los esquemas analíticos partían de la hipótesis de escenarios de 
debate, conflicto y negociación presididos, por un lado, por la presencia de 
actores que eran capaces de canalizar, organizar y representar intereses; y por el 
otro, por la presencia de actores institucionales que basaban su legitimidad en su 
capacidad de representar los intereses generales, a partir de elecciones 
realizadas periódicamente que permitían renovar esa legitimidad. Los actores 
disponían de recursos distintos según su peculiar caracterización y posición, y 
todos ellos interactuaban para conseguir influir en la configuración de la agenda, 
en la definición de problemas, en su capacidad para presentar alternativas, para 
influir en la decisión (en manos de las instituciones), y para determinar en un 
sentido o en otro la puesta en marcha de esa decisión y su posterior evaluación.  

Acostumbrábamos a decir que cada política genera lo que denominábamos su 
propio espacio. El espacio de una política pública conecta un problema que se 
considera resoluble en el ámbito público, con la acción de los poderes públicos y 
otros actores implicados en ese problema. En el interior del espacio de una 
política es en el que interactúan ese conjunto de actores. La estructuración de ese 
espacio no es neutra, ya que produce efectos tanto en el comportamiento de los 
diferentes actores como en las modalidades de acción elegidas en el momento de 
la intervención pública. La delimitación de ese espacio a veces se produce de 
manera formal (cuando ciertas normas así lo reglamentan o prevén), o en otras 
ocasiones sus límites son más fluidos y ambiguos. Se considera que son los 
actores institucionales los que representan la “cosa pública”, pero, como 
sabemos, ello no impide la presencia e intervención de otros actores. De hecho, 
el principio del Estado de derecho así como la propia concepción democrática 
exigen la participación de los actores privados cuyos intereses y objetivos se 
encuentren afectados de alguna forma por el problema colectivo que se intenta 
resolver. De esta manera, el espacio de una política pública es el marco más o 
menos estructurado, formalizado y poblado por actores públicos que interactúan 
con diversos grados de intensidad con actores no públicos, posibilitando 
estrategias de acción alternativas. 

Una política pública, por tanto, se concibe y se gestiona por actores públicos y 
privados que, en conjunto, constituyen, dentro del espacio de esa política 
pública, una especie de red o entramado de interacciones, que opera a distintos 
niveles. Ese núcleo de actores tiene un gran interés en no perder su posición y, 
por tanto, pretenden controlar, incluso limitar, el acceso a nuevos actores a ese 
espacio. Y así, al mismo tiempo que luchan para hacer valer sus propios intereses 
o ideas, buscan asimismo el diferenciarse de los individuos y grupos que operan 



Interface: a journal for and about social movements Analísis 
Volume 4 (1): 278 - 286 (Mayo 2012)  Subirats, Algunas ideas 

 

 

281 

en el exterior de ese espacio. No es inhabitual que los actores del espacio de una 
política pública determinada acaben desarrollando, por ejemplo, un lenguaje 
propio coherente con “su” política, controlando los circuitos de información o 
intentando evitar una “politización” (entendida como ampliación y grado de 
apertura) de esa política que podría conllevar el riesgo de sobrepoblar “su” 
espacio, cambiando así las relaciones y los equilibrios de poder. 

Pues bien, la difusión y generalización de las TIC y su creciente integración en la 
cotidianeidad, modifica notablemente, abriéndolo, ese escenario. Las 
posibilidades de acción directa, de movilización on line, de producción de 
contenidos, de búsqueda de información a escala global, de influencia en la 
propia producción de noticias, hace menos necesaria la articulación en 
entidades, asociaciones o grupos para poder actuar en los procesos vinculados a 
las políticas públicas. Se multiplican los actores potenciales, se diversifican sus 
intereses, se redistribuyen sus recursos. Las fronteras que delimitaban ese 
espacio se convierten en mucho menos significativas. Todo ello no implica que 
los actores tradicionales desaparezcan, ni tampoco que ese conjunto de cambios 
tienda forzosamente a equilibrar los recursos disponibles por parte de los 
actores, ni mucho menos a democratizar los procesos de formulación y decisión 
de las políticas públicas. Pero, lo innegable es que estamos en un nuevo 
escenario, en el que las cosas no funcionan como antes, y la capacidad de control 
de los procesos por parte de los actores habitualmente decisivos, se ha reducido 
o al menos se ha vuelto más impredecible.  

Tenemos pruebas significativas de los diferentes puntos de vista en las medidas 
tendentes a regular las descargas y los canales para compartir archivos de todo 
tipo en la red, o lo que comúnmente se ha denominado la “ley Sinde” (en alusión 
a la ministra de cultura española, González Sinde que la impulsó durante el 
ultimo Gobierno del Presidente Zapatero). Por el lado favorable a que se 
aprobara la legislación mencionada tendríamos a los actores que habían ido 
conformando el núcleo duro del policy network que se ocupa de esta 
problemática. Por la parte de los que estaban en contra, es difícil identificar 
actores significativos, si por tales entendemos entidades, grupos, empresas o 
colectivos organizados, con razón social y con liderazgos o representantes 
acreditados. Más bien deberíamos hablar de un conglomerado de usuarios de la 
red, articulados de manera informal en torno a ciertos nodos o personas que 
servían de referencia, junto con una fuerte capacidad de movilización en la red, 
con pequeñas demostraciones presenciales en ciertos momentos (premios de 
cine español Goya, acciones anti SGAE (principal sociedad de gestión de 
derechos de autor en España),…). Desde la perspectiva que podríamos 
denominar como clásica en el análisis de políticas públicas, todo estaba a favor 
de los partidarios de la aprobación de la normativa, y se podría dar por 
descontado que la oposición lograría una presencia meramente simbólica. La 
realidad ha sido muy distinta. Podríamos decir que en ese caso, tenemos una 
prueba del paso de la “acción colectiva” a la “acción conectiva”, mediante la cual 
se ha bombardeado con mensajes a decisores políticos, parlamentarios y medios 
de comunicación convencionales, con acciones virales que han ido convirtiendo 
repetidamente en inviable una decisión que en un contexto sin los recursos que 
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brinda Internet no hubiera tenido problema alguno en ser aprobada. Y si bien, la 
aprobación del reglamento de aplicación de la Ley Sinde es un hecho, hemos de 
ver como su implementación se lleva a cabo, y con que modulaciones y 
concesiones. Ejemplos similares los tenemos en boicots a programas de 
televisión realizados desde Internet, o en los casos, sin duda clamorosos, de los 
nuevos movimientos en los países del Norte de África, España (15M), Israel o 
Estados Unidos (Occupy Wall Street), y sus repercusiones en la agenda política y 
de las políticas públicas. 

Tenemos pues una fuerte alteración en lo que sería el mapa de actores y de sus 
recursos en lo que sería el proceso de las políticas públicas en sus diversas fases. 
Lo cual resulta muy significativo, ya que todo el proceso está absolutamente 
condicionado por la interacción entre actores. De hecho, como ya estudió Lowi, 
(1972) era precisamente la distinta configuración de alianzas y conflictos entre 
actores lo que caracterizaba y diferenciaba a unas políticas públicas de otras, y lo 
que hacía suponer niveles más o menos previsibles de influencia de las líneas de 
fuerza ideológica en cada espacio de política (distributivas, redistributivas, 
regulatorias,…). La gran fluidez del escenario de las políticas hoy, debido a la 
apertura de los espacios propios de cada política y las fertilizaciones y 
contaminaciones cruzadas entre actores tradicionales y conglomerados de 
usuarios conectados por Internet, convierte a los procesos de conformación de 
las políticas en mucho más complejos e impredecibles. No es extraño que la 
sensación general es que ha aumentado la incertidumbre, y ello genera una 
mucha mayor complejidad tanto sobre los diagnósticos como en relación con las 
alternativas y su viabilidad técnica y social.  

Y ello se debe esencialmente al gran cambio que implica Internet en el acceso a 
recursos basados en el conocimiento y en los recursos que podríamos denominar 
relacionales. Todos sabemos que el conocimiento es uno de los elementos 
básicos en la capacidad de intervención de los actores públicos y privados. Se 
trataba hasta hace relativamente poco de un recurso escaso y muy 
desigualmente repartido entre los actores de una política pública. Nos referimos 
a los recursos cognitivos, es decir el grado de conocimiento que se puede tener 
en relación a elementos técnicos, sociales, económicos y políticos del problema 
colectivo a resolver. Se trata por tanto de una especie de “materia prima” de una 
política pública, que comprende los elementos indispensables para la 
conducción adecuada de la misma a todos los niveles (definición política del 
problema público, programa de actuación político-administrativo, 
implementación y evaluación de los efectos).  

Hasta hace unos años, se trataba de un recurso cuya producción y 
mantenimiento resultaba muy costoso, y por tanto considerado escaso. Se 
consideraba que la producción, reproducción y difusión de este recurso requería 
la existencia de sistemas de información cada vez más sofisticados, y una 
importante calificación específica de los usuarios. No era inusual el hecho de que 
cada actor protegiera su información, para así conseguir más capacidad de 
influencia sobre el proceso de la política. Por otro lado, tradicionalmente, la 
producción y, sobre todo, el tratamiento y la difusión de los datos estadísticos de 
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las políticas públicas eran competencia de servicios especializados, 
generalmente de carácter público. Hoy día, este aspecto es probablemente el que 
más ha cambiado gracias a Internet y su gran fuerza como plataforma de 
generación de conocimiento compartido. Crece sin parar la presencia de datos e 
informaciones en la red, no siempre fiables, pero constantemente depurándose y 
mejorando. Y ello conlleva una evidente democratización de los recursos 
cognitivos, y una capacidad de conexión global al conocimiento que estaba al 
alcance de poquísimos hace sólo cuatro cinco años.  

En el ámbito de los recursos organizativos o de interacción, el impacto que ha 
supuesto Internet es el de conseguir generar impactos en las políticas y en su 
proceso de conformación, sin disponer ni contar con estructuras organizativas 
previas que lo permitieran. La propia red es el soporte de la acción, y sus 
múltiples conformaciones y su plasticidad, permiten a cualquier individuo o 
grupo interactuar, promover, lanzar ideas y propuestas con esfuerzos mínimos. 
El hardware de las administraciones públicas, sus edificios, sus cuerpos de 
funcionarios, sus potentes equipos de expertos, su datos, o estructuras y equipos 
parecidos de actores privados clave, deben interactuar y entrar en conflicto (o 
colaborar) con un conglomerado de personas, grupos y colectivos, sin estructura, 
sin hardware, sin portavoces claros, pero con una capacidad innegable de 
presencia en el ágora colectiva y por tanto en la propia configuración de las 
políticas. Y ahí seguramente está una de las clave para saber aumentar las 
capacidades de innovación de las administraciones públicas. 

Debemos referirnos asimismo al recurso o factor tiempo. Los procesos de 
elaboración de las políticas públicas han generado siempre problemas debido a 
la desigual valoración que el conjunto de actores atribuían al factor tiempo. Los 
actores públicos, tendían a disponer de más tiempo que los representantes de 
grupos sociales, quienes en algunas ocasiones se veían presionados por el 
esquema de voluntariado que les nutre o por los costes que implicaban las 
dilaciones. Los tiempos no hay duda que se han acelerado para todos, y por tanto 
en los nuevos escenarios, los actores que “viajan” más ligeros, con menos 
ataduras y rigideces, se mueven mucho mejor que los actores quizás 
aparentemente más fuertes en capacidades y recursos, pero menos ágiles para 
moverse en dinámicas cada vez más aceleradas e imprevisibles.  

No pretendemos ni podemos, en el marco de este artículo, ir repasando punto 
por punto, el nivel de impacto de Internet sobre el esquema tradicional de fases 
de una política pública. Pero, partiendo de la hipótesis que los efectos son 
profundos y significativos en todas y cada una de esas fases, si quisiéramos 
destacar algunos aspectos. Uno de ellos, quizás de los más significativos, es el 
que tiene que ver con la definición del problema y la incorporación a la agenda. 
Sabemos que no todos los problemas sociales se convierten necesariamente en 
problemas públicos, es decir, en objetos de controversia política y de posible 
punto de arranque de una política pública.  

Los problemas públicos representan una prolongación de los problemas sociales 
en la medida en que, una vez que surgen en el interior de la sociedad civil, se 
debaten en el seno de un espacio político-administrativo. En este sentido, la 
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definición de un problema público es esencialmente política. En otras palabras, 
un problema se vuelve público sólo tras su inclusión en la agenda política, lo que 
condiciona su potencial innovador. De hecho se ha teorizado que para poder 
calificar un problema social como “problema público” es necesario que exista 
una demanda procedente de grupos sociales determinados, que ello de lugar al 
desarrollo de un debate público y que se genere un cierto grado de conflicto entre 
los grupos sociales organizados y las autoridades políticas.  

En todo ese proceso, los actores juegan un papel esencial. Y, en algunos casos, 
lograban mantener fuera de la agenda pública determinadas cuestiones sociales, 
bloqueando así de hecho la posible innovación. También se han analizado los 
factores individuales, las convenciones y las normas colectivas que favorecen o, 
por el contrario, frenan, la toma de conciencia de que una situación 
problemática privada puede pertenecer al ámbito social y en consecuencia, 
definirse como un problema social y no estrictamente privado. Y se ha apuntado, 
asimismo, que el debate sobre definición de problema e inclusión en la agenda se 
articula en torno a los movimientos sociales, los medios de comunicación y los 
procesos de toma de decisiones. 

Temas como la intensidad del problema (el grado de importancia que se da a las 
consecuencias del problema, tanto a nivel individual como colectivo); el 
perímetro o la audiencia del problema (es decir, el alcance de sus efectos 
negativos sobre los diferentes grupos sociales que se ven implicados en el 
mismo, la localización geográfica de tales efectos negativos y el desarrollo del 
problema en el tiempo); o la novedad del problema (es decir, su no cronicidad o 
su no reiteración); la urgencia del problema (que habitualmente facilita la 
apertura de una “ventana de oportunidad”) se han considerado extremadamente 
relevantes a la hora de evaluar las probabilidades de que un tema o conflicto 
social acabe incorporándose a la agenda pública y pueda desencadenar una 
política pública. Pues bien, la presencia de Internet tiende a alterar de nuevo, de 
manera muy profunda, este escenario que habíamos ido considerando como 
aplicable de manera genérica al policy making.  

Al no existir espacios claros de intermediación, al margen de la propia red, la 
interacción se produce de manera aparentemente caótica y agregativa, con flujos 
poco predecibles y con capacidades de impacto que no pueden, como antes, 
relacionarse con la fuerza del actor o emisor de la demanda. Obviamente, la gran 
pluralidad de intervinientes (dada la dimensión potencialmente universal del 
perímetro implicado), hace que la importancia que se dé a un problema pueda 
ser mucha o poca, con notables dosis de aleatoriedad. La tendencia a convertir 
en “nuevos” ciertos temas de largo recorrido, es también visible, dada la novedad 
del propio medio en que circula la información y el hecho que el grado de 
expertise sobre cualquier asunto puede ser de lo más variado imaginable. 

Más arriba, hay que tener presente los límites de una aproximación 
estrictamente instrumental de la relación entre Internet y el funcionamiento de 
las administraciones públicas. Son conocidos los datos que apuntan a los 
discretos resultados que ha tenido en España la fuerte inversión realizada para 
informatizar a las administraciones públicas. Los estudios más recientes sobre 
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utilización de las vías informáticas para acceder a la administración y resolver 
trámites, apuntan a muy bajos porcentajes de uso (estudio Aeval 2011). La 
hipótesis que mejor explica esa desproporción entre inversión y efectos, lo 
tendríamos desde, mi punto de vista, en que la estrategia básica ha consistido en 
incorporar los nuevos instrumentos informáticos a los antiguos procesos 
administrativos, sin cambiar la lógica de los mismos (es como aquel profesor que 
sigue explicando lo mismo y de la misma manera, pero ha cambiado la tiza por el 
power point). En base a motivos de seguridad jurídica (en muchos casos 
vinculados a la idea de desconfianza cruzada entre operadores) y sin aprovechar 
las potencialidades de Internet, se ha preferido agilizar partes del proceso, pero 
despersonalizando el mismo, y generando así incluso mayores dosis de rigidez 
en los casos en que la estandarización de situaciones no resulta tan fácil. 

Los retos en el escenario de la gestión pública están muy relacionados con los 
temas de transparencia, control y evaluación desde una perspectiva ciudadana y 
no estrictamente interinstitucional. La palanca de cambio del funcionamiento de 
las administraciones públicas no está en la mejora interna de su funcionamiento, 
por importante que ello sea, sino en su capacidad de servir y responder a las 
necesidades públicas, y para ello transparencia, control y evaluación resultan 
estrategias imprescindibles. Estrategias que con Internet pueden verse 
notablemente facilitadas y activadas. Pero, ello no es en absoluto ineluctable. 
Dependerá de como se aprovechan esas oportunidades y a quiénes benefician. 

No pretendo cerrar este ensayo con forma alguna de conclusiones. Se trata de 
una reflexión abierta, sin duda imprecisa e incompleta. Pero, justificable ante la 
creciente distancia entre las formas en que algunos operaban y otros 
analizábamos el funcionamiento de las interrelaciones entre política, políticas y 
gestión pública, y las nuevas realidades emergentes que ponen en cuestión 
muchos de lo que hasta hace poco considerábamos paradigmas canónicos. 
Deberemos profundizar en el tema y repensar muchas cosas. Vivimos la 
transición entre dos épocas. 

Como hemos ido afirmando, entendemos que todo se mueve a nuestro 
alrededor, y vivimos con muchas más incertidumbres. ¿Cómo tomar decisiones 
individuales y colectivas sobre esta realidad movediza y cómo incorporar a esas 
decisiones las perspectivas y los efectos a largo plazo? La política, en su 
capacidad de gestionar de manera pacífica y consensuada la toma de decisiones 
que afectan a una comunidad, padece de manera directa ese conjunto de 
problemas y de cambios. Y lógicamente también las políticas públicas y su 
administración y gestión. Pero, es precisamente la voluntad de defender la 
política y la democracia lo que ha constituido el hilo conductor de estas 
reflexiones.  

Nuestra propuesta ha sido la de repensar los problemas, examinar e integrar su 
complejidad en nuestras formas de ver la política, las políticas y las 
administraciones públicas, para desde esa reconsideración de los temas, y desde 
esa aceptación de la complejidad no como obstáculo sino como condición, poder 
repensar la política y las políticas de respuesta. Proponemos un cambio 
profundo en la concepción de la democracia y la forma de conceptualizar y llevar 
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a cabo sus políticas vinculándolas a las dinámicas económicas, ambientales y 
sociales. Incorporando las potencialidades del nuevo escenario que genera 
Internet, e incorporando a la ciudadanía de manera directa, comunitaria y 
autónoma a la tarea de organizar las nuevas coordenadas vitales. 
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